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1.- VISTOS 

Corresponde a la Sala corregir un error aritmético advertido en la providencia de segunda instancia, por medio de la cual el pasado quince (15) de noviembre de 2007 se revocó la decisión adoptada por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.), y en su lugar se condenó al señor PEDRO LUIS CARDONA VALENCIA como autor responsable de los punibles de HOMICIDIO CULPOSO en la persona de WILFOR ANTONIO CARRIÓN y LESIONES PERSONALES CULPOSAS de las que fue víctima el joven EDWAR ALEXÁNDER CARRIÓN, en hechos ocurridos en ese municipio el día veinticuatro (24) de diciembre de 2003.
2.- lo ocurrido
Aconteció que al momento de determinar el monto de las indemnizaciones por concepto de los perjuicios morales ocasionados con las conductas punibles, que debían ser cubiertas de manera solidaria por el procesado y el tercero civilmente responsable, se hizo la siguiente relación: “Omaira Muñoz de Carrión (esposa): 150 s.m.l.m.v.; María Eugenia Carrión Muñoz (hija): 80 s.m.l.m.v.; Elber Ferney Carrión Muñoz (hijo): 50 s.m.l.m.v.; Edward Alexánder Carrión Muñoz (hijo): 50 s.m.l.m.v.; y Diana Cecilia Carrión Muñoz (hijo): 50 s.m.l.m.v. Son en total 280 salarios mínimos legales mensuales vigentes para la fecha en que se efectúe el pago” -negrillas ausentes en el original-
Como puede apreciarse, en el anterior texto se incurrió en un error en lo que concierne con la sumatoria de las indemnizaciones concedidas, debido a que adicionadas las cantidades anotadas se obtiene como resultado trescientos ochenta
 -380- salarios mínimos legales mensuales vigentes, y no doscientos ochenta -280- como inexactamente se consignó tanto en la parte motiva como en la resolutiva -numeral quinto-.

3.- SE CONSIDERA

Como quiera que es evidente que en el fallo de segunda instancia se incurrió en una inexactitud en lo que hace con la aludida operación matemática, que es imperativo corregir, esta Sala es competente para proceder en esa dirección de conformidad con lo dispuesto en el artículo 412 del Código de Procedimiento Penal de 2000, bajo cuya égida se tramitó el presente proceso.

La falencia detectada se refiere específicamente a uno de los yerros a los que hace alusión el mentado precepto, es decir, a un error aritmético.

No sobra advertir, que si bien es cierto en la sentencia se tuvo buen cuidado de especificar el monto de la indemnización para cada uno de los afectados con la muerte y la lesión producida con ocasión del accidente de tránsito, no lo es menos que en aras de darle más claridad al asunto se hace imprescindible efectuar la corrección pertinente para evitar posteriores confusiones.

Ahora bien, nótese que contrario a lo que acontecía en legislaciones ya superadas, a la hora de ahora no existe límite temporal en relación con el momento en que se puede enmendar uno de tales equívocos (anteriormente se estipulaba que tal corrección solamente era factible dentro del término de ejecutoria); y, por tanto, lo procedente es entrar a realizar la modificación que corresponde, no sin antes advertir que la misma tiene sustento en el mandato legal contenido en el dispositivo al que se hizo alusión previamente. 
Igualmente, las orientaciones jurisprudenciales son enfáticas en sostener que esa es la manera adecuada de proceder en eventos como los que aquí se presentan. Mírese lo que sobre el tema de las correcciones de las sentencias se sostuvo en reciente decisión del 06 de marzo de 2008, radicado 25034, M.P. Dr. Julio Enrique Socha Salamanca, donde se rememoró la postura asumida a ese respecto: 

“Oportuno se hace reiterar el criterio decantado por la jurisprudencia, en cuanto a que

“…a diferencia de lo establecido en el Decreto 050 de 1987, el cual disponía que las referidas modificaciones al fallo sólo podían surtirse dentro del término de ejecutoria, tanto en el Decreto 2700 de 1991, como en el estatuto procesal penal actualmente vigente no se establece tal exigencia temporal, razón por la cual ha estimado la Sala que la modificación de la sentencia es viable en cualquier tiempo, siempre que la misma sea procedente”
[3].

También ha precisado la Sala que lo establecido en el artículo 23 de la Ley 600 de 2000 (principio de integración), norma rectora de acuerdo con la cual “en aquellas materias que no se hallen expresamente reguladas en este código son aplicables las disposiciones del Código de Procedimiento Civil y de otros ordenamientos, siempre que no se opongan a la naturaleza del proceso penal” (subrayas fuera de texto), no se traduce en aplicación de lo dispuesto en el artículo 309 del Código de Procedimiento Civil
[4], norma que para asuntos de esa naturaleza prevé la adición o aclaración de las sentencias dentro del término de su ejecutoria, ya que en lo penal el artículo 412 de la Ley 600 de 2000 regula integralmente la materia al disponer:

“IRREFORMABILIDAD DE LA SENTENCIA. La sentencia no es reformable ni revocable por el mismo juez o sala de decisión que la hubiere dictado, salvo en caso de error aritmético, en el nombre del procesado o de omisión sustancial en la parte resolutiva.

“Solicitada la corrección aritmética, o del nombre de las personas a que se refiere la sentencia, la aclaración de la misma o la adición por omisiones sustanciales en la parte resolutiva, el juez podrá en forma inmediata hacer el pronunciamiento que corresponda”

Es decir, que si el precepto transcrito consagra la irreformabilidad de las sentencias por el mismo funcionario que las profirió y sólo establece de manera excepcional su aclaración o adición “en caso de error aritmético, en el nombre del procesado o de omisión sustancial en la parte resolutiva”, circunstancias en las cuales debe proferirse el correspondiente pronunciamiento, inmediatamente sea advertido, corrigiendo el yerro, es evidente que el tema de la aclaración de los fallos se encuentra expresamente disciplinado en la normativa procesal penal, sin que, por lo tanto, se presenten vacíos que correspondan a los supuestos establecidos en la norma rectora de la “remisión” y, en virtud de ello, fuera menester acudir a otros ordenamientos para superarlos
[5]”.”
En ese orden de ideas, se aclarará el fallo proferido, en cuanto que el monto de las indemnizaciones que deben ser satisfechas será por un total de trescientos ochenta (380) salarios mínimos legales mensuales vigentes y no como quedó consignado en su numeral quinto -280-.

5.- DECISIÓN  

De conformidad con lo previamente vertido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, CORRIGE el error aritmético detectado en el fallo proferido el pasado quince (15) de noviembre de 2007 y en consecuencia ACLARA que la condena que se impone en su numeral 5º (quinto) correspondiente a la indemnización que por perjuicios morales deben pagar el señor CARDONA VALENCIA y el Tercero Civilmente Responsable, será del orden de trescientos ochenta (380) salarios mínimos mensuales vigentes. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

        LEONEL ROGELES MORENO
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN 
� En efecto, la suma correspondiente arroja como resultado: 150 + 80 + 50 + 50 + 50 = 380 s.m.l.m.v.


�[3] Cfr. Auto de 12 de mayo de 2004. Rad. Nº 18498.


�[4] Cfr. Auto de 18 de mayo de 2006. Rad. Nº 23183.


�[5] Ver providencia del 17 de junio de 2003. Rad. 15100.
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